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			1. El problema y la propuesta


			Se sabe que el control de constitucionalidad, en su comprensión tradicional y básica, es reactivo a los hechos. En esta perspectiva, al final, el control de constitucionalidad requiere únicamente la comparación en abstracto de la ley frente a la Constitución. No solo poco importa, también está prohibido preguntar sobre los hechos presupuestos en la ley o por aquellos que podrían determinar la concretización de la norma constitucional.


			David Faigman, en uno de los raros libros sobre el tema de los hechos constitucionales, advierte determinadas dudas fácticas, relacionadas a célebres casos constitucionales decididos por la Suprema Corte de los Estados Unidos ¿Cuándo un feto tiene vida? ¿La pornografía causa violencia? ¿La marcha de nazistas en Skokie incitaría a la violencia?1 ¿La “diversidad” puede producir mejores oportunidades educativas? Reconociendo que los hechos constituyen el derecho constitucional, Faigman indaga si los hechos son efectivamente considerados en las decisiones de la Corte o si son analizados de modo adecuado2. Realmente, incluso cuando los hechos son relevantes (son prejudiciales) a la decisión constitucional, muchas veces ni siquiera son identificados, en otras oportunidades no son adecuadamente investigados en la dimensión probatoria y, frecuentemente, no son considerados en la parte de justificación.


			De modo que el problema de los hechos constitucionales inicia a partir del descubrimiento de la razón de su desprecio por el derecho constitucional y por las cortes. A partir de esto, entre tanto, requiere una compleja elaboración dogmática, hábil a la identificación de los hechos que están por detrás de las leyes y, por ende, deben ser analizados por el juez cuando se trata del control de constitucionalidad. No obstante, como los hechos ciertamente no importan por apenas determinar las leyes, pero especialmente por hacer parte de la realidad sobre la cual el intérprete elabora su razonamiento cuando está frente a dispositivos de textura normativa abierta, particularmente de naturaleza constitucional, resulta importante dar atención al raciocinio desarrollado por el intérprete que se ve obligado a considerar la realidad que en función de la afirmación del significado de las normas constitucionales.


			La percepción de que los hechos tienen relevancia para la interpretación del resultado, debiendo ser considerados en el iter del raciocinio interpretativo, tiene gran importancia para la teoría del proceso constitucional. Ayuda a identificar esa relevancia a diferencia entre juicios constitucionales, hechos frente a los hechos de diversa naturaleza como, por ejemplo, de los hechos científicos —esclarecidos en discusión en la comunidad científica y reconocidos como no determinables en un momento histórico— y de los hechos relacionados a desacuerdos morales razonables. La especial naturaleza de estos hechos favorece la percepción de que la Corte puede decidir precipitadamente al no considerar la importancia de la discusión popular o de un second look del Parlamento. O mejor, la relevancia del adecuado esclarecimiento de tales hechos ayuda a la comprensión de la necesidad del diálogo constitucional.


			No obstante, esa constatación tendría poco sentido si no mirase a la necesidad del desarrollo de la teoría de la prueba, permitiéndole alcanzar el control de constitucionalidad y el ambiente de las Cortes constitucionales3. Aunque la importancia de los hechos y de las pruebas haya sido puesta en claro por las leyes que trataron de las acciones de control abstracto y por algunas decisiones de la Corte Suprema como las decisiones proferidas en el caso de asbesto, de balones de gas y de los fetos anencefálicos, es muy clara la ausencia de criterios racionales, propios a los conceptos de la teoría de la prueba en la valoración de los hechos por medio de especialistas en la Corte.


			En realidad, el derecho procesal constitucional aún no ha entendido que el Tribunal simplemente no puede decidir sobre hechos constitucionales en ausencia de criterios capaces de permitir la racionalización de su razonamiento probatorio, decisorio y justificativo. Al fin y al cabo, si cualquier decisión sobre los hechos carece de legitimidad cuando no está debidamente racionalizada en base a pruebas y estándares probatorios, esto es aún más flagrante (y peligroso) cuando nos encontramos ante una decisión que pretende atribuir un sentido a la Constitución.


			Abordar los medios de prueba y los conceptos probatorios, así como del significado que la carga de la prueba y los modelos de convicción pueden tener frente a los hechos constitucionales, aun siendo algo absolutamente novedoso y, por ello mismo, extremadamente difícil, es una misión que no puede olvidarse a la hora de pensar en un derecho procesal capaz de colaborar al óptimo y adecuado desempeño de las funciones del Tribunal encargado de proteger la Constitución4.


			Sin embargo, si bien es cierto que hoy en día no se pueden descuidar los hechos en la interpretación constitucional, hay que tener mucho cuidado de que no queden encubiertos por elaboraciones normativas. Es cierto, que algunos hechos son irrelevantes para la toma de una decisión. Por supuesto, la segregación racial es inconstitucional, haya o no pruebas de sus consecuencias psicológicas.


			Por lo tanto, hay que hacer una distinción. Hay casos en los que los hechos no importan y casos en los que los hechos no pueden dejarse de lado para decidir. No poder dejar de lado los hechos no significa necesariamente decidir afirmándolos, sino decidir justificándolos, ya sea para afirmar o negar algo de ellos. El problema, sin embargo, es que el Tribunal no puede dejar fuera de justificación los hechos relevantes aunque decida decidir sin afirmarlos o negarlos. Si los hechos son relevantes para la interpretación constitucional, el Tribunal debe justificar por qué prefiere una interpretación exclusivamente normativa a otra que tenga en cuenta los hechos.


			Además, los hechos pueden ser mal utilizados como soporte de una decisión normativa, sirviendo de justificación inadecuada para la propia decisión constitucional. Invocar hechos sin la debida demostración y fundamentación en criterios racionales es lo mismo que aludir a “alegorías”, o mejor dicho, a justificaciones no sinceras y retóricas de una interpretación que, al fin y al cabo, nada tiene que ver con la concreción de la Constitución a partir de los hechos, constituyendo una simple decisión normativa apoyada en un maquillaje artificial que hace un uso indebido de los mismos.


			Se busca, pues, revelar y superar los graves problemas relacionados con los hechos constitucionales y su investigación en el Tribunal, en un intento de racionalizar y legitimar las decisiones constitucionales que no pueden ignorar la facticidad5.


			


			

				

					1	Los hechos que dieron origen al caso National Socialist Party of America v. Village of Skokie – 432-US 43 (1977) – en el que se discutió sobre la libertad de expresión, y libertad de reunión ante la Corte Suprema de los Estados Unidos. 


						Ver Sérvulo Correia. O direito de manifestação – Âmbito de proteção e restrições, (Coimbra: Almedina, 2006); Marco Ruotolo, Le liberta di riunione e di associazione, I diritti constituzionali, v. 2, (Torino: Giappichelli, 2006). 


				


				

					2	“The seemingly paradoxical role of facts in constitutional law, then, is that they are central to the cases but play little part in their outcomes. Virtually every constitutional case presents disputed facts, but only rarely are the facts described or explained with any precision. The Court’s constitutional pronouncements float above the empirical mire, neither being informed by contingent realities nor subject to empirical check by those realities. This state of affairs seems widely accepted among lawyers and scholars, at least as measured by the lack of dissenting voices heard”.David Laurence Faigman, Constitutional Fictions – A Unified Theory of Constitutional Facts (New York: Oxford University Press, 2008), 1. 


				


				

					3	Charlotte Bartmann, Das Beweisrecht in den Verfahren vor dem Bundesverfassungsgericht, (Berlin: Duncker & Humblot, 2020), 10 y ss.


				


				

					4	William Twining, Taking Facts Seriously, Journal of Legal Education, v. 34, 1984, 25.


				


				

					5	Charlotte Bartmann, Das Beweisrecht in den Verfahren vor dem Bundesverfassungsgericht, 51 y ss.


				


			


		




		

			2. Los dogmas


			2.1.	EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD NO ABRE LA POSIBILIDAD DE VALORAR LOS HECHOS


			Podría decirse, que el primer y más claro obstáculo para la discusión de los hechos en la Corte Constitucional reside en la suposición de que el control de constitucionalidad no se preocupa por los hechos.


			Durante algún tiempo se pensó que la tarea de control de constitucionalidad debía limitarse al análisis de la compatibilidad de la ley con la Constitución, sin que fuera posible verificar los hechos asumidos por la ley o entender la norma constitucional a la luz de la realidad fáctica sobre la que se centra.


			Esto está muy claro en las propias decisiones de la Corte Constitucional que preceden a la apertura del Tribunal a las audiencias públicas y a los amici curiae. Considérese, ya que su razonamiento es bastante esclarecedor, la decisión unánime dictada en el MC en el ADI nº 1.372, informado por el Ministro Celso de Mello. Esta decisión, dictada en diciembre de 1995, analizó una solicitud de medida cautelar en una acción directa que afirmaba la inconstitucionalidad de una resolución editada por la Asamblea Legislativa del Estado de Río de Janeiro, por incompatibilidad con el Art. 18, § 4 de la Constitución.


			Según el ponente, la comparación del acto impugnado con la norma constitucional no sería posible a la vista de las peculiaridades derivadas de los propios fundamentos de la acción directa concreta. Como advierte el voto del ponente, la acción directa sostenía que: “los requisitos objetivos que revelan la potencialidad económica y la conveniencia sociocultural de la creación del municipio no fueron todos planteados previamente, y los que se plantearon no reflejan la realidad, pues se centran en datos defectuosos o erróneos (... )”, por lo que la acción se apoyaría, para demostrar la vulneración del Art. 18, § 4, de la Constitución, en “elementos fácticos (...) considerados defectuosos o erróneos”6. 


			Frente a esto, se argumentó que: “la naturaleza jurídica del control normativo abstracto rechaza cualquier investigación dirigida a probar situaciones de hecho, especialmente cuando estas - como en este caso - resultan ser controvertidas o ilíquidas. (... ) el proceso de control de constitucionalidad abstracto no admite, en el sistema jurídico brasilero, la instauración incidental de la dilación probatoria destinada a esclarecer situaciones fácticas, eventualmente ilíquidas y sobre las cuales repose, como en el caso, la pretensión de derecho material deducida por el demandante de la acción directa, pues la finalidad única de este instrumento procesal de activación de la jurisdicción constitucional del control del Supremo Tribunal Federal consiste en el examen, en tesis, de la conformación de determinado acto estatal a las prescripciones subordinadas de la Constitución de la República (…) la inconstitucionalidad debe transparecer, directamente, la norma estatal cuestionada, no pudiendo la emisión de ese juicio negativo depender del control normativo abstracto ni de la previa indagación probatoria concerniente a la materia de hecho (…)”7.


			Aunque el control difuso, como es sabido, permite valorar la constitucionalidad a la luz de los hechos del caso, ello no significa, obviamente, que siempre se haya admitido la discusión de los hechos legislativos y los pronósticos legislativos a la luz de los casos concretos. Por el contrario, la discusión de los hechos que el legislador tuvo en cuenta al promulgar la ley no solo se basó en la suposición de que ello supondría una invasión indebida de la esfera de la potestad legislativa, sino también porque la prueba de estos hechos nunca fue admitida por la lógica procesal civil. Hay que señalar, que afirmar la inconstitucionalidad de una ley en base a los hechos de un caso es algo que no puede confundirse con sostener la inconstitucionalidad de una ley en base a un error del legislador en cuanto a los hechos, aunque esto sea indispensable para lograr la protección del derecho en el caso concreto.


			En un caso concreto, los hechos que siempre podrían demostrar la inconstitucionalidad de una ley son “hechos individuales”. Evidentemente, estos pueden ser probados y, en ciertos casos, pueden imponer la realización de la norma constitucional de acuerdo con las circunstancias de hecho de la controversia entre las partes, descartando así la aplicación de la ley - que se considera inconstitucional-.


			Sin embargo, esto no significa que, cuando el recurso extraordinario se contemplaba como un medio de oposición que afectaba exclusivamente a las partes, fuera inconcebible la posibilidad de investigar y analizar hechos ajenos al litigio. La necesidad de ampliar el significado del hecho litigioso para convertirlo en un “hecho general” surge cuando el recurso extraordinario se convierte en un instrumento que abre paso al establecimiento de precedentes constitucionales, destinados a orientar la vida en sociedad y a regular la solución de casos concretos. Solo entonces el caso constitucional comienza a requerir la investigación de hechos que conciernen a todos, y por lo tanto, los pronósticos y hechos legislativos.


			Desde el momento en que queda claro que el control de constitucionalidad no puede realizarse sin la consideración de los hechos y que la interpretación constitucional depende de la realidad, constituyendo un método capaz de desarrollar la Constitución, resulta imposible insistir en la idea, sostenida por el juez Celso de Mello, de que “la inconstitucionalidad debe surgir directamente del texto de la norma estatal impugnada” 8. El control de constitucionalidad nunca puede dejar de lado los hechos y las pruebas, tanto si estamos ante un control directo como ante un control incidental9. Es más: hoy en día, el control incidental permite demostrar la inconstitucionalidad no solo a partir de los hechos del litigio que se ofrece a resolver en el tribunal, sino también a partir de hechos que, aunque sean ajenos al conflicto de intereses que se va a decidir, son importantes para demostrar la necesidad de una determinada interpretación constitucional o la (in)constitucionalidad de la ley.


			Sin embargo, es importante retener el punto: uno de los obstáculos para el ejercicio de la función del Tribunal Supremo, ya sea a través de acciones directas o a través de la repercusión general, radica en la falsa suposición de que los hechos no importan para el control de constitucionalidad y, por lo tanto, tampoco podrían ser considerados en la sede del recurso extraordinario.


			2.2.	EL RECURSO EXTRAORDINARIO SE REFIERE A LAS NORMAS Y NO A LOS HECHOS


			Los recursos extraordinarios, incluso cuando se colocan como un medio para favorecer la interpretación de la Constitución, pueden quedarse cortos para un Tribunal encargado de dar sentido a las normas constitucionales y desarrollar el derecho constitucional.


			En realidad, todo depende del objetivo de la técnica interpretativa en cuestión y de la forma en que se utilice para lograr el resultado-interpretación. Un Tribunal que interpreta siguiendo el modelo clásico, es decir, basándose en los criterios interpretativos tradicionales, desconoce o ignora la facticidad presente en el objeto de interpretación. Incluso si el Tribunal es consciente de que la disposición no contiene la norma y que puede utilizar varias directivas interpretativas para establecer la norma a partir del texto, esto no significa que esté abierto a los hechos sociales en los que se centra la disposición. Cuando los hechos no importan, la tarea de interpretar o controlar la constitucionalidad es abstracta, de modo que el intérprete no se ensucia las manos con lo que ocurre en la realidad. El Tribunal que interpreta de esta manera es el que corresponde al recurso extraordinario inmune a los hechos del caso y, especialmente, a los hechos indispensables para la formación de la interpretación constitucional.


			El gran problema, como es fácil de ver, es que siempre se ha asumido que la función de los Tribunales Supremos de civil law debe limitarse a la corrección de la interpretación realizada por los tribunales inferiores según los criterios interpretativos clásicos, basados en el texto de la norma, en su finalidad y en su proceso de creación. Se afirma que el Tribunal de Casación italiano, por ejemplo, sigue conservando hoy en día las características del Tribunal que se creó para garantizar el “sentido exacto de la ley”10. Un Tribunal así, además de ser incapaz de garantizar la unidad del derecho y la seguridad jurídica, es ajeno a la necesidad de que el juez razone a partir de los valores y hechos que rodean a las normas.


			Pensar que la ley tiene un “significado exacto” crea la ilusión de que el Tribunal Supremo puede revelar la norma contenida en el texto legal, garantizando su aplicación en todos y cada uno de los casos concretos. Si la norma puede ser revelada por el Tribunal, sin apelar a juicios de hecho o de valor, hay racionalidad en un sistema que se limita a corregir las decisiones y rechaza la idea de los precedentes, en la medida en que el derecho —contenido en la ley— sería preexistente a la interpretación.


			Sin embargo, todo cambia cuando se ve claramente que, al ser la ley sometida a la Constitución, el intérprete tiene el deber de atribuir significado a los derechos fundamentales. De ahí surge no solo la necesidad de que el juez razone a partir de normas (principios) que proyectan figuras no precisas, sino también que considere cuestiones de carácter moral, político y económico que se insertan en el tejido abierto de las disposiciones constitucionales, ampliando la latitud del espacio judicial para expresar el derecho y resolver casos concretos11. Esto ha echado por tierra la creencia de que los jueces y tribunales podían decidir mediante un mero razonamiento lógico, subsumiendo las situaciones concretas a las hipótesis abstractas contenidas en el ordenamiento jurídico12.


			Ocurre que la suposición de que los Tribunales no pueden considerar los hechos ni siquiera valorar las pruebas, a pesar de estar anclada en un supuesto incompatible con el constitucionalismo y con la evolución de la teoría de la interpretación, sigue rondando la lógica de quienes se encuentran ante los Tribunales Supremos13. Esto ocurre, en efecto, porque no es clara la asociación entre un Tribunal, que ya no puede someterse a los criterios interpretativos propios de los tribunales de casación y corrección, y un recurso que, aunque deba ser resuelto por el Tribunal, no le permite razonar acerca de la facticidad.


			Es importante recordar que la teoría y la práctica de los recursos extraordinarios, hasta hace pocos años, coexistían armoniosamente con un Tribunal que tenía la función de corregir las decisiones de los tribunales inferiores. El Tribunal Supremo Federal no es más que un tribunal de corrección, mientras que el recurso extraordinario no es más que un medio para dar la oportunidad de revisar las decisiones.


			El precedente 279 del Tribunal Supremo Federal —“para un simple reexamen de la prueba, no es admisible el recurso extraordinario”— es de aquella época y sigue siendo ampliamente utilizado para denegar la admisión de los recursos extraordinarios14. Este precedente ilustra una contradicción interna en un Tribunal que pretende ejercer adecuadamente la función de dar sentido a las normas constitucionales, ya que estas a menudo solo pueden cobrar sentido cuando se concretan a la luz de los hechos y los valores sociales15.


			Obviamente, la lógica que prohíbe a un Tribunal pensar sobre los hechos y las pruebas se ciñe a la premisa de que el ejercicio de su función no le obliga a decidir sobre la base de los hechos, bastándole con ver la (in)corrección de la interpretación desde los criterios interpretativos clásicos. Esto, sin embargo, es una contradicción, hasta el punto de que hoy es también indiscutible la improcedencia de la idea de que la norma o la ley está contenida en los textos de los dispositivos. Precisamente por eso, mantener la idea de que el Tribunal tiene prohibido pensar en los hechos constituye un dogma. 


			2.3.	PRECEDENTE 279 DEL TRIBUNAL SUPREMO FEDERAL: IMPROCEDENCIA DE LOS RECURSOS EXTRAORDINARIOS CUANDO ES NECESARIO VALORAR LAS PRUEBAS


			El precedente 279, que hoy respalda un número importante de decisiones de un solo juez sobre la improcedencia de los recursos extraordinarios, fue emitido en 1963, es decir, hace casi 60 años. Está claro que, en aquel momento, las preocupaciones del recurso extraordinario y del Tribunal Supremo eran completamente diferentes. El Tribunal no era más que un tribunal de revisión, en la línea de los tradicionales Tribunales Supremos de civil law.


			Pero si hoy vemos que el control de constitucionalidad no puede realizarse sin la posibilidad de considerar los hechos que presupone la ley, la consecuencia de ello es que el Tribunal destinado a proteger la Constitución no puede ignorar los hechos si quiere decidir bien. No obstante, cabe señalar que la necesidad de analizar los hechos va más allá, o mejor dicho, abarca un espacio más amplio que el reservado a los hechos pasados, actuales o futuros que guían las leyes. Y es que determinadas disposiciones legales tienen un contenido amplio, abarcando un gran número de conductas o actividades, sin que el legislador pueda individualizar todas las que contiene, ni siquiera tenga la obligación de presuponerlas, en la medida en que puedan surgir con el paso del tiempo.


			Cuando esto ocurre, es evidente que la persona interesada en no someterse a una determinada interpretación puede proponer una acción en la que alegue hechos individuales, es decir, hechos que conciernen a una controversia concreta frente a otra, suficientes para demostrar que la situación que le concierne no puede encajar, bajo pena de inconstitucionalidad, en la categoría general presupuesta por el legislador ni someterse así a la interpretación. Así, por ejemplo, el médico del enfermo terminal que sobrevive con dolor y que, ciertamente, no puede recuperar su salud —pero que puede expresar su voluntad— puede solicitar autorización para practicar la eutanasia, aunque la asistencia al suicidio se enmarque en la disposición (matar a alguien) del Art. 121 del Código Penal.


			En un caso como este, la alegación de que la cobertura del Código Penal de esta situación vulnera la Constitución convierte la prueba de los hechos que la configuran en un argumento a favor de la inconstitucionalidad. Si un precedente del Tribunal Superior de Justicia reconoce la constitucionalidad de la penalización, se puede presentar un recurso extraordinario para declarar la inconstitucionalidad de la sanción penal ¿Se impediría al Tribunal escuchar a los especialistas en esta situación? ¿Se le impediría pedir a los especialistas que evaluaran las pruebas ya producidas en el proceso? ¿Se le prohibiría evaluar las pruebas ya producidas? Evidentemente no, en la medida en que el Tribunal solo puede hacer efectiva la Constitución afirmando un derecho a poner fin a la vida valorando los hechos del caso y los hechos que rodean la eutanasia y, en consecuencia, valorando las pruebas.


			Obsérvese que el Tribunal no solo podría basarse en informes periciales sobre situaciones similares, es decir, sobre hechos que adquieren una connotación general por ser reconocidos como influyentes en la vida de todos aquellos que puedan enfrentarse a una situación concreta similar —en la que también se puede invocar la ley y la Constitución—, sino que también podría analizar las pruebas ya presentes en el caso.


			No parece racional admitir la investigación de los hechos en el Tribunal, mediante la producción de pruebas y la audiencia de peritos, e impedir la valoración, o en palabras del precedente 279, el “reexamen” de las pruebas ya producidas en la causa sobre hechos individuales que abren la oportunidad de concretar las normas constitucionales y valorar la compatibilidad de la ley con la Constitución.


			En efecto, existe una diferencia entre: i) revalorizar la prueba para tratar de corregir el juicio formado por la resolución recurrida al examinar la correspondencia de las alegaciones fácticas con la prueba y ii) proceder al control de constitucionalidad a partir de hechos que dependen del esclarecimiento a través de la prueba. La primera hipótesis está prohibida por el precedente 279, pero no la segunda16. Imponer su adopción en esta última hipótesis, además de ser ilógico, dificulta el razonamiento de la concreción de las normas constitucionales, así como el control de constitucionalidad basado en los hechos del caso concreto17.


			


			

				

					6	ADI 1.372-MC, Plenário, Rel. Min. Celso de Mello, Julg. 14.12.95.


				


				

					7	ADI 1.372-MC, Plenário, Rel. Min. Celso de Mello, Juzg. 14.12.95.


				


				

					8	ADI 1.372-MC, Plenário, Rel. Min. Celso de Mello, Juzg. 14.12.95.


				


				

					9	Renato G. Herani, A Prova da Inconstitucionalidade (Curitiba: Ed. Prismas, 2016), 125 y ss.


				


				

					10	De acuerdo con el Art. 65 de la Ley sobre el ordenamiento judicial italiano: “la corte suprema di cassazione, quale organo supremo della giustizia, assicura l’esatta osservanza e l’uniforme interpretazione della legge, l’unità del diritto oggettivo nazionale (…)”. Ao analisar a expressão “esatta osservanza (…) della legge”, Michele Taruffo dice que la exactitud remite a la idea de que la norma es objeto de cálculo y que, de acuerdo con una visión comprometida con esa idea, el instrumento seguro para ello sería el método sistemático/deductivo que tendría la doble ventaja de garantizar soluciones correctas y objetivas y excluir las opciones subjetivas del juez. Anota que otra derivación de la idea de “exactitud” es la de que, no obstante, una norma pueda dar oportunidad para diversas interpretaciones, siempre existe una interpretación exacta cabiendo al procedimiento interpretativo descartar las interpretaciones erradas para, al final, descubrir el verdadero significado de una norma: ese significado existe y es objetivamente dado, de modo que interpretar la norma no es nada más que descubrirla o declararla. Así el artículo 65 presupondría que la casación podría esclarecer la confusión interpretativa creada por los tribunales inferiores, o sea, eliminar las interpretaciones erradas e indicar la interpretación exacta de la norma. En esa línea, la uniforme interpretación de la ley estaría prevista en estricta conexión con su exacta observancia y, por ende, lo que debe ser uniforme es la interpretación exacta de la ley. Quiere decir que la interpretación exacta y la garantía de la uniforme interpretación son dos aspectos de una sola función de la Corte: la de descubrir y declarar, objetivamente, la norma o significado contenido en el texto legal. La pretensión a la uniformidad de la interpretación deriva de la suposición de que hay una interpretación exacta o, propiamente, de que existe una norma preexistente a la actividad interpretativa – que es declarada y descubierta por la Corte. 


						Ver Michele Taruffo, La Corte di Cassazione e la legge, Il vertice ambiguo. Saggi sulla Cassazione civile (Bologna: Il Mulino, 1991), 67-71. 


				


				

					11	Franz Wieacker, Privatrechtsgeschichte der Neuzeit unter besonderer Berücksichtigung der deutschen Entwicklung, 2a. ed., (Göttingen: Vandenhoeck & Ruprecht, 1996), 431. Sobre o tema, ainda, Karl Larenz, Metodologia da Ciência do Direito, (Lisboa: Fundação Calouste Gulbenkian, 2012), 9 y ss; Pierluigi Chiassoni, L´Indirizzo analítico nella filosofia del diritto. I. Da Bentham a Kelsen. (Torino: Giappichelli, 2009), 177 y ss.


				


				

					12	Como dice Franz Wieacker, la función original del positivismo científico, en virtud de los cambios sociales y políticos de los últimos cien años y de la crítica ideológica que la acompañó está hoy sin su carácter original al punto de haberse tornado irreconocible. Una aplicación del derecho que excluya las consideraciones políticas, sociales o económicas ya no puede ser considerada correcta en una época de luchas ideológicas sociales. (Franz Wieacker, Privatrechtsgeschichte der Neuzeit unter besonderer Berücksichtigung der deutschen Entwicklung, 439).


				


				

					13	William Twining, Taking Facts Seriously, Journal of Legal Education, v. 34, 1984, 25.


				


				

					14	Ahora, en el caso de los servidores del Estado de Rio Grande del Sur, no hubo conversión de los vencimientos para URV. La remuneración fue convertida directamente del Crucero Real al Real Brasilero. Y, de acuerdo con el camino trazado por la instancia judicial de origen (hay mención inclusive a informes periciales fls. 88v), no hubo reducción remuneratoria. El Tribunal de origen asentó que la legislación estatal (contemporánea a la conversión, es bueno resaltar) concedió expresivos aumentos salariales a los servidores públicos, siendo superiores a las tasas a las de las dichas pérdidas ahora en discusión (fls. 89). 5. Presente ese modelo, entiendo que para llegar a la conclusión pretendida por la parte recurrente se hace necesario el reexamen del conjunto fáctico probatorio de los autos. Providencia que no tiene lugar en sede recursal extraordinaria (Súmula 279 del Supremo Tribunal Federal). En ese mismo sentido es la jurisprudencia de esta nuestra casa de justicia que son ejemplos los AIs 787.068 de la ponencia del ministro Joaquim Barbosa; 785.451-AgR, de la ponencia de la ministra Carmen Lúcia; y 747.087-ED de la ponencia del Ministro Marco Aurelio” (RG en el RE 631.444, Plenario Virtual, Rel. Min. Ayres Britto, Dje 8.11.2012). “En el caso, la verificación de la fundabilidad o no de las alegaciones deducidas por la parte recurrente implicará un necesario reexamen de los hechos y de las pruebas, lo que no se admite en la sede excepcional. Esa pretensión sufre las restricciones inherentes al recurso extraordinario, en cuyo ámbito no se reexaminan hechos y pruebas, circunstancia esa que hace incidir en la especie, la Súmula 279” (RE 1.057.394 AgR – Segundo, 2ª Sala, Rel. Min. Celso de Mello, Dje 17.11.2017).


				


				

					15	Renato G. Herani, A Prova da Inconstitucionalidade, 403 y ss.


				


				

					16	Lo que se puede decir, con propiedad, es que no habría razón para que la Corte investigue hechos que siquiera pudiesen ser concebidos —y, por ende, discutidos— por el Parlamento. Eso, entretanto, aunque apunte a la necesidad de contención y de apertura al diálogo institucional, no elimina la posibilidad de la Corte decidir el caso, sin eficacia vinculante para establecer una línea de comunicación con la discusión popular y la deliberación parlamentaria. Ver capítulo VI, item 4.6.4.


				


				

					17	Atento a este importante factor, el proyecto de ley sobre el control difuso, en discusión en la Comisión de Juristas instituida en la Cámara de Diputados, así establece: “39. (…) Par. 1°. Cuando la decisión exigirá el análisis de los hechos presupuestos por la norma impugnada o de hechos imprescindibles a la interpretación constitucional, la Corte podrá valorar la prueba ya producida en el proceso”.
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